TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISION CIVIL FAMILIA 

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, doce de marzo de dos mil nueve

Acta No. 98 del 12 de marzo de 2009

Expediente 66001-31-03-004-2006-00141-01
Procede esta Sala de Decisión a resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora Rosalba Pulgarín Orozco contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del  Circuito de esta ciudad, en el proceso ordinario de pertenencia que promovió contra la señora María Eunice Orozco Agudelo y demás personas indeterminadas.

I
A N T E C E D E N T E S

a.- Solicita la demandante se declare que adquirió por prescripción adquisitiva de carácter extraordinario el dominio del inmueble  identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-134087 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, que se describe en la demanda por su ubicación y linderos; se inscriba esa decisión ante la oficina encargada del registro de inmuebles y se condene en costas a la parte demandada.

b.- Como fundamento de esas pretensiones, se relataron los hechos que pueden resumirse así: 

-. Desde inicios del año 1978 la señora Rosalba Pulgarín Orozco ha ejercido la posesión material sobre el inmueble objeto de la acción, sin violencia ni clandestinidad; durante ese período  ha ejecutado actos  positivos de aquellos a que solo da derecho el dominio, como hacer mejoras, pagar impuestos de valorización y predial, construir muros de contención, un apartamento en la parte baja, lo ha arrendado, pintado y remodelado entre otras cosas.
.- Como propietaria inscrita del predio aparece la señora María Eunice Orozco Agudelo, quien lo adquirió por adjudicación en el proceso de sucesión  del señor Luis Antonio Orozco Medina que se tramitó en el Juzgado Primero de Familia de esta ciudad, en el que se dictó sentencia el 14 de marzo de 2002 y que se protocolizó en la Notaría Tercera del Circulo de Pereira.

.- El vecindario y los arrendatarios han reputado a la actora como dueña del citado inmueble y su posesión ha sido  quieta, ininterrumpida, de buena fe y sin reconocer dominio ajeno.
c) Por auto del 15 de agosto de 2006 se admitió la demanda; se ordenó emplazar a las personas indeterminadas que se crean con derecho sobre el bien que se quiere adquirir por prescripción y se ordenó la inscripción de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente a ese bien.

d) Trabada la relación jurídico procesal, la demandada, por conducto de apoderado dio respuesta al libelo. Negó en su totalidad los hechos relacionados con la posesión alegada y se opuso a las pretensiones.

El curador ad-litem que se designó a las personas indeterminadas manifestó no constarle en su mayoría los supuestos de hecho contenidos en la demanda y manifestó, respecto a las peticiones, atenerse a lo que resulte probado.

e) Sin que se hubiese realizado la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, se decretaron las pruebas solicitadas y otras de manera oficiosa.

f) Las partes hicieron uso del derecho a formular sus alegatos de conclusión dentro de la oportunidad que el juzgado les concedió con ese fin. La demandante para insistir en que se hicieran las declaraciones imploradas al considerar acreditada su posesión, y la demandada para pedir que se negaran las súplicas de la demanda por ser la actora poseedora de mala fe y en consecuencia, se le ordene la restitución del inmueble, el pago de los perjuicios causados y de los gastos que originó el proceso.
II 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 2 de mayo de 2008. En ella decidió el juzgado negar las pretensiones porque la posesión alegada por la actora ha sido interrumpida varias veces con motivo de las acciones judiciales que en su contra ha instaurado la demandante desde el año 2003, razón por la cual “el tiempo anterior a dicha fecha y que alega la accionante se ha perdido por efectos de dicha interrupción”; además, estimó el a quo que la actora no cumplió la carga impuesta por el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil porque los medios probatorios aportados no otorgan certeza sobre la posesión alegada.
Como consecuencia de esa decisión, se ordenó cancelar la inscripción de la demanda y se condenó a la demandante a pagar las costas causadas.
III
APELACIÓN

Impugnó el fallo la parte actora. Adujo que el juzgado no valoró la prueba documental con la que acredita su posesión, ni el dictamen pericial practicado, ya que no hizo referencia a esas pruebas en la sentencia; no se desvirtuó la presunción de buena fe que cobija a la poseedora; se demostró que efectivamente lo es con las pruebas que relaciona; considera contradictorios los testimonios que se oyeron a instancias de la demandada y estima que no se produjo la interrupción de la posesión con los procesos que en su contra se han promovido porque no han prosperado y porque para entonces ya se había perfeccionado la prescripción. Solicita “negar íntegramente las pretensiones de la demanda”.

IV
CONSIDERACIONES 

Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales para proferir sentencia de mérito. 

En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejerce  la actora la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.
De acuerdo con esa disposición y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva extraordinaria del dominio, se requiere para la prosperidad de esa acción, la confluencia de los siguientes tres presupuestos: 
a) Que verse sobre una cosa prescriptible legalmente.

b)  Que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e ininterrumpida.

c) Que dicha posesión haya durado un tiempo no inferior a 20 años, hoy 10 de conformidad con la ley 791 de 2002.

El primero de tales requisitos se encuentra satisfecho en razón a que se alega la posesión sobre un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

Los otros dos no lo están. En efecto, la demandante alegó haber ganado la propiedad por prescripción extraordinaria, pero no demostró poseer en forma inequívoca, pública y pacífica, sin reconocer dominio ajeno por el mínimo de tiempo exigido para ese fin.

El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por si mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

En el escrito con el que se promovió la acción afirmó la demandante que ostenta la posesión del bien objeto de pertenencia desde comienzos del año 1978, cuando ingresó al mismo de manera pacífica.
Evidencia el certificado de tradición que obra a folios 9 y 10 del cuaderno No. 1 que para entonces figuraba como propietario inscrito el señor Luís Orozco, quien ocupó el inmueble hasta el momento de su fallecimiento acaecido el 14 de agosto de 1998, como lo acredita el documento de origen notarial que obra a folio 285 del cuaderno No. 4, sin que se haya acreditado que fue despojado de su posesión, ni que la actora hubiese empezado a ejercer ese derecho desconociéndole su calidad de dueño.
Los testimonios que fueron escuchados a instancias suyas dieron cuenta de las mejoras que dijo plantó en el inmueble y del hecho de haber arrendado un apartamento que hace parte del mismo, pero de sus expresiones se infiere que reconocían al señor Luis Orozco como propietario.

Fanny Pulgarín Orozco, hermana de la demandante, expresó que fue el citado señor quien la autorizó para construir un apartamento en el primer piso, el que no se matriculó en catastro a nombre suyo “porque cuando eso existía Luís, eso lo debió haber hecho Luís y en ese momento el (sic) todavía era el dueño y existía”.

Argelia de Jesús Holguín de Tamayo reconoció el dominio que sobre el  inmueble ejercían Luís y su hermana y aunque posteriormente  hizo algunos relatos de los que pudiere inferirse que era Rosalba la poseedora, no expuso hecho del que pueda deducirse que aquellos  hubieran perdido su derecho.  Por el contrario, reafirmó esa calidad al afirmar que fue Luís quien autorizó a la actora para construir, permiso que no hubiese requerido si le desconociera el carácter de  propietario.

En el mismo sentido declararon Elvia Echeverri de Valencia, Darío Echeverri Ospina y Eva Cecilia García Jaramillo quienes reconocen la posesión en la demandada sólo con posterioridad al fallecimiento de Luís.

María Yisselle Gutiérrez Osorio dijo que Luís Antonio y su hermana Laura le dieron posada a Rosalba y más adelante, que a ésta la considera dueña porque era quien se encargaba de todo en ese inmueble, pero no explicó cuándo, ni en qué forma se transformó la mera tenencia en propiedad.

Lina Mercedes Hazle García afirmó que era Luís Antonio el  propietario del inmueble aunque la demandante ocupaba un apartamento que ella misma construyó, así como otras mejoras en el inmueble.

Las pruebas trasladadas del proceso abreviado que promovió la señora María Eunice Orozco Agudelo contra Rosalba Pulgarín, tendiente a obtener la entrega del inmueble y que se tramitó en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira  tampoco demuestran la posesión alegada por la demanda, desde 1978.
Allí declaró la señora Fanny Pulgarín Orozco, quien también lo hizo en este, como ya se anotara, y entre otras cosas afirmó que su hermana entró al inmueble objeto de pertenencia porque vivía maritalmente con el señor Luís Orozco, pero esa fue afirmación falsa como se demostró en el proceso ordinario que promovió Rosalba Pulgarín para obtener se le declarara su calidad de compañera permanente del referido señor, el que terminó con sentencia desestimatoria de las pretensiones, proferida por este tribunal el 13 de febrero de 2001, en la que además se dispuso compulsar copias a la Fiscalía Seccional Delegada ante los Jueces Penales del Circuito para que se investigaran los posibles delitos de fraude procesal y falso testimonio en que hubieren podido incurrir la demandante y los testigos Argemiro Henao Ruiz,  Bertha Ruiz Ramírez, Paulina Uribe de Ospina, María Aura Bedoya y Elizabeth Pulgarín Orozco.
El proceso penal terminó con sentencia pronunciada el 1º de diciembre de 2003, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, confirmada por la Sala Penal de esta Corporación el 1º de marzo siguiente, por medio de la cual se condenó a las señoras Elisabeth Pulgarín Orozco y Bertha Ruíz Ramírez a la pena de doce meses de prisión como responsables del delito de falso testimonio y a Rosalba Pulgarín Orozco a la de veinticuatro como responsable de los delitos de falso testimonio, fraude procesal y estafa.

Así las cosas, siendo mentirosa la afirmación que hizo Fanny Pulgarín Orozco respecto a la convivencia marital que tuvo su hermana con Luís Orozco, no puede la Sala dar crédito a su testimonio en cuanto aseguró que fue a partir de esa convivencia cuando la actora comenzó   a poseer.  Igual comentario merece el testimonio de Elvia Echeverri de Valencia, quien expresó que Rosalba y Luis vivían como esposos, y el de Argelia de Jesús Holguín de Tamayo resultó similar al que rindió en este proceso, que como ya se expresara, no permite deducir que la demandante hubiera actuado como propietaria.
Tampoco puede otorgarse crédito a la versión de la otra hermana de la demandante, Elisabeth Pulgarín Orozco, quien resultó condenada penalmente al declarar falsamente en proceso civil que era Rosalba la compañera permanente de Luís Orozco.
Los testimonios a los que la Sala concede valor demostrativo, dan cuenta de los actos materiales que sobre el  predio ejecutó la demandante, concretamente al plantar unas mejoras, pero no  revelan en ella el elemento subjetivo que exige la posesión, es decir, el animus o comportarse como dueña. Los declarantes reconocían dominio en el propietario inscrito e incluso afirmaron que las obras se realizaron con autorización del citado señor.

Las inspecciones judiciales que se practicaron tanto en el proceso abreviado como en el que es objeto de esta providencia, sobre el inmueble objeto de pertenencia, sin otras que la respalden, no resultan idóneas para demostrar la posesión en la demandante por más de veinte años y de los dictámenes rendidos por los peritos que al acto asistieron resulta evidente que la mayoría de las mejoras que se encontraron en el predio fueron plantadas cuando aún vivía el señor Luís Orozco, quien figuraba para entonces como propietario inscrito.

Tampoco lo son los recibos sobre pago de materiales, impuestos y servicios públicos que se incorporaron a la actuación, ya que no revelan quién hizo el pago, ni el origen del dinero con que se realizó, ni el destino de los insumos a que se refieren los primeros.

Con las pruebas que se allegaron a la actuación a instancias de la demandada, trató ésta de acreditar que no era la demandante poseedora material del predio, hecho negativo que no requiere prueba como respuesta al aforismo popular de que las negaciones no se prueban,  pues la carga en tal sentido corresponde a quien afirma.

Sin embargo, las versiones de quienes declararon en el proceso ordinario que promovió sobre filiación extramatrimonial y los que se escucharon en el de unión marital de hecho que promovió la aquí demandante, demuestran que, como se ha expuesto a lo largo de esta providencia, el señor Luís Orozco, además de ser el titular del derecho de dominio, ejerció la posesión sobre el inmueble hasta cuando falleció.

A partir de entonces, por medio de la violencia, ingresó la demandante al inmueble y en tal forma lo ha poseído por un período que no resulta suficiente para adquirirlo por prescripción, pero además resultó vencida en primera instancia en la acción reivindicatoria que en su contra promovió la señora Eunice Orozco, como lo acredita la copia de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito que obra a folios 31 a 37 del cuaderno No. 4
De otro lado, no puede pasar por alto la Sala que ha incurrido la demandante en conductas que fueron objeto de sanción penal, con el fin de apoderarse, a como dé lugar, de los bienes que con la muerte de Luís Orozco se convirtieron en la herencia que transmitió a su hija, Eunice Orozco Agudelo.
En conclusión, aunque de las pruebas aportadas por la demandante se  pudiere inferir que ella participó en la construcción de un apartamento en el inmueble, el que además se encargaba de dar en arrendamiento, ninguna demuestra que así actuaba porque se consideraba propietaria, por lo menos antes del fallecimiento de Luís Orozco Medina.  Tampoco acreditan que éste hubiese actuado como simple tenedor desde el año 1978, fecha según la cual, como se expresó en la demanda, empezó la actora a poseer.
La intención de actuar como propietario es el elemento que tiene la virtud de modificar la mera tenencia en posesión y cuando no existe  no se puede considerar poseedor a quien solo ejerce un poder de hecho sobre el bien, por numerosos que sean los actos materiales que sobre él ejecute. La prueba sobre el cambio de tenedora en poseedora resultaba esencial, porque solo a partir de la fecha en que ocurre puede empezarse a contar el tiempo requerido para que la posesión material le permita obtener el dominio de la cosa. Así lo ha enseñado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:
“…Y aunque el causante hubiera conservado materialmente el mismo predio hasta la fecha, de su óbito (dic. 25/92), ello, per se, no tenía el efecto de trocar, necesaria e ineludiblemente, su primigenia condición de tenedor en poseedor, comoquiera que “el simple lapso de tiempo no muda la mera tenencia en posesión” (art. 777, ibíd.), desde luego que para ello “se exige al tenedor la prueba de la interversio possessionis, por medio de un acto traslaticio emanado de tercero o del propio contendor naturalmente titular del derecho” (LXXXVI, 14) o “de su alzamiento o rebeldía, esto es del desconocimiento efectivo del derecho de la persona por cuya cuenta llegó a la cosa” (LXXI, 501 y LXXXVIII, 203) dentro de “una ubicación temporal que permita inferir la medida de un punto cierto, seguido de actos categóricos, patentes e inequívocos de afirmación propia, autónoma. Pues, en el último caso, le es indispensable descargar indiciariamente la presunción de que las cosas continúan conforme empezaron, aplicación elemental del principio de inercia, consagrado en los artículos 777 y 780 del Código Civil” (CLXXII, 184 y 185 y CXCII, 279)…”

Los actos materiales que haya ejecutado la actora sobre el inmueble no son suficientes para adquirir la calidad de poseedora mientras su intención no hubiese sido la de obrar como propietaria, de señora y dueña del inmueble, aspecto subjetivo que no se probó en el plenario y  que no puede deducirse del poder de hecho que ejerció sobre el bien, que en este caso se torna de naturaleza equívoca porque el propietario inscrito nunca dejó de actuar como tal y en esas condiciones no puede afirmarse que hubiese perdido la posesión para que la empezara a ejercer la accionante y que ésta, con esa calidad hubiese plantado mejoras sobre el bien, cancelado impuestos y servicios públicos y dado en arrendamiento.
La calidad de tenedora del predio pudo haberse transformado en posesión con la muerte del señor Orozco, hecho que se produjo el 14 de agosto de 1998, pero desde entonces a la fecha en que se formuló la demanda no había transcurrido el término de veinte años que sirvió de fundamento al juzgado para negar las pretensiones; tampoco el de diez que sólo puede empezar a contarse a partir de la vigencia de la Ley 791 de 2002, de acuerdo con el articulo 41 de la ley 153 de 1887, si es que de ella quería aprovecharse la demandante.

En conclusión, como ésta no logró acreditar que hubiese ejercido la posesión material del bien en forma inequívoca, pública y pacífica  mientras su propietario el señor Luís Orozco vivió en el inmueble y desde entonces hasta la fecha en que formuló la demanda  no ha corrido el término necesario para usucapir, no está facultada para adquirir el inmueble por ese medio.
Por las razones expuestas, para la Sala no tienen acogida los argumentos de la recurrente, que pretende hallar su ánimo de propietaria en unas pruebas que no dan cuenta de hecho alguno del que pueda deducirse que mutó su calidad de tenedora en poseedora, ni la fecha en que ello aconteció, ni los motivos por los cuales dejó de reconocer el dominio en el propietario inscrito, quien ocupó el inmueble hasta cuando  falleció. Por esa razón, ni siquiera resulta necesario analizar la supuesta buena fe con que dice comenzó a poseer, que como se expresara, sólo se demostró a partir del fallecimiento de Luís Orozco, pero que empezó a ejercer por la fuerza y acudiendo a medios ilegales para conservarla.

En esas condiciones se confirmará la providencia impugnada porque la prescripción adquisitiva extraordinaria no quedó acreditada y en consecuencia, las  peticiones elevadas no podían salir avante. 

La impugnante será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

CONFIRMAR la sentencia de fecha 2 de mayo de 2008, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira,  en el proceso ordinario sobre pertenencia promovido por la señora Rosalba Pulgarín Orozco contra Eunice Orozco.

Costas en esta instancia a cargo de la demandante, a favor de la demandada. Tásense.
CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados.



CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

       

       
GONZALO FLÓREZ MORENO

         

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Sala de Casación Civil, Sentencia 7757 octubre 22 de 2004, MP. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo
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